STJSL-S.J. – S.D. Nº 072/15.-

---En la Ciudad de San Luis, a diez días de septiembre de dos mil quince, se reúnen en Audiencia Pública los Sres. Ministros Dres. OMAR ESTEBAN URÍA y OSCAR EDUARDO GATICA, llamado a integrar el Dr. OSVALDO HORACIO SURIANI - Miembros del SUPERIOR TRIBUNAL DE JUSTICIA, para dictar sentencia en los autos: “SANCHEZ GIL S.A. c/ C.N.I. S.A. FIDEICOMISO BOUSSY s/ MEDIDA CAUTELAR - INCIDENTE DE APELACION – s/RECURSO DE CASACION” - IURIX INC. Nº 183837/1.-
Conforme al sorteo practicado oportunamente con arreglo a lo que dispone el artículo 268 del Código Procesal Civil y Comercial, se procede a la votación en el siguiente orden: Dres. OMAR ESTEBAN URÍA, OSCAR EDUARDO GATICA y OSVALDO HORACIO SURIANI.- 
Las cuestiones formuladas y sometidas a decisión del Tribunal son:

I)  ¿Es formalmente procedente el Recurso de Casación?

II) ¿Existe en el fallo recurrido alguna de las causales enumeradas en el Art. 287 del Código Procesal Civil y Comercial? 

III) ¿En caso afirmativo la cuestión anterior, ¿Cuál es la ley a aplicarse o la interpretación que debe hacerse del caso en estudio? 

IV) ¿Qué resolución corresponde dar al caso en estudio?

V) ¿Cuál sobre las costas?
A LA PRIMERA CUESTIÓN, el Dr. OMAR ESTEBAN URÍA, Dijo: 1) Que a fs. sub. 283/sub. 285, el apoderado de la parte demandada CNI S.A. interpone recurso de casación, de acuerdo al art. 286, siguientes y concordantes del CPC y C, contra la Sentencia Interlocutoria R.R. Civil Nº 236/11 de fecha 29/06/2011, dictada por la Excma. Cámara de Apelaciones en lo Civil Comercial y Minas Nº 2 de la Primera Circunscripción Judicial, obrante a fs. sub. 110/sub. 111, que resuelve declarar la nulidad de la resolución Nº 25/26, revocando la misma en todos sus términos, en consecuencia ordena bajar los autos a la Instancia de grado, a los efectos de que se tomen con habilitación de día y hora, el aseguramiento de las medidas cautelares ordenadas y que fueron levantadas por el auto individualizado, imponiendo las costas por su orden (art. 71 CPC y C). 

El recurso es fundado a fs. sub. 317/sub. 331,  en la causal establecida en el art. 287 inc. a, del CPC y C. 
Luego de realizar una breve relación causal de los hechos que informan la presente causa y de hacer referencia a los requisitos formales de admisibilidad del recurso en estudio, manifiesta la recurrente, en el punto 4) CAUSAL DE IMPUGNACIÓN, que ha dejado de aplicarse una norma que correspondía aplicar a fin de dejar a salvo los derechos de los terceros adquirentes de buena fe y a titulo oneroso, basados en la publicidad registral, desconociendo lo prescrito por la Ley Nº 17.801 y la norma provincial Ley Nº V-0124-2004, modificada por Ley  Nº V-0529-2006, como asimismo lo prescripto por el art. 2505 del Cód. Civil, ya que se dispuso la nulidad de una resolución que levantó las medidas cautelares y en función de ese levantamiento, las unidades funcionales fueron transmitidas a terceros adquirentes, que no pueden resultar alcanzados por los efectos de dicha resolución nulificante. 
Alega que, jamás podría haberse declarado la nulidad con efectos retroactivos, dejando subsistentes las medidas cautelares, cuando no sólo el recurso de apelación fue concedido al solo efecto devolutivo, lo que implica la ejecutabilidad de la sentencia que levantó las cautelares, hasta tanto no sea revocada, sino lo que es más grave es que se desconocen con total arbitrariedad, los derechos de los terceros adquirentes de buena fe y a título oneroso, que adquirieron tales inmuebles aun antes de trabar originariamente las ilícitas cautelares conseguidas, y que como consecuencia del levantamiento, fueron transmitidas en base a la publicidad registral, que no acusaba ningún impedimento para operar tales trasmisiones. 
2) Corrido el traslado de ley por decreto de fecha 24/05/12 (fs. sub. 413), el apoderado de la parte actora contesta el mismo solicitando el rechazo del recurso por improcedente y violatorio de los arts. 287, 288, 291 y c.c. del CPC y C (Ley N° VI-0150-2004  - 5606 “R”). Manifiesta que la casación intentada ataca una sentencia que resuelve materia “cautelar” (R.R. Civil Nº 236/11), que no es definitiva y que tampoco causa estado. Agrega que la presente casación no es el único recurso intentado por el demandado contra el fallo Nº 236/11, existiendo en “simultáneo” y pendientes dos remedios ordinarios en trámite, lo que propicia su rechazo in limine comprobando certeramente que no estamos ante una sentencia, definitiva que cause estado o se equipare a ese efecto legal.  

3) A fs. sub. 582 y vta., contesta la vista conferida el Sr. Procurador General, considerando que debe rechazarse el recurso interpuesto por las razones que expone, y que se dan por reproducidas en orden a la brevedad. 
4) Analizadas las constancias de autos de fs. sub. 285 y sub. 331 vta., se observa que el presente recurso ha sido interpuesto y fundado en término, y el recurrente ha abonado el correspondiente depósito judicial (Cfr. Art. 290 del CPC y C) a fs. sub. 281/282/289 y 290 y la tasa de justicia (fs. sub. 351). 
Pero adelanto que, comparto y hago mío el dictamen del Sr. Procurador General de fs. sub. 582 y vta., ya que, como se sostiene en el mismo, el recurso debe ser rechazado por no dirigirse contra una sentencia definitiva o interlocutoria equiparable a tal, no configurándose dicho requisito indispensable para la procedencia del recurso de casación. 

En efecto, el fallo aquí impugnado (R.R. Civil Nº 236/11 de fecha 29/06/11), no es definitivo en virtud de que declara la nulidad de una resolución de primera instancia, el Auto Interlocutorio Nº 09/2010 de fecha 05/02/2010, que ordenaba levantar las medidas cautelares trabadas en el expediente principal, y a su vez, ordena el aseguramiento de las mismas. Se ha sostenido reiteradamente que las decisiones sobre medidas cautelares no causan estado, ni son definitivas ni preclusivas, de donde resulta que pueden reverse siempre que se aporten nuevos recaudos. Se trata de decisiones provisionales que pueden ser modificadas según lo aconsejen ulteriores circunstancias. 
La sentencia definitiva es aquella que dirime la controversia y da por finiquitado el juicio, con prescindencia del órgano que la pronuncia, de tal forma que no pueda renovarse, es decir, la que posee la calidad de cosa juzgada material o sustancial. Al respecto se ha sostenido que: “Son sentencias definitivas las que ponen fin al pleito, haciendo imposible su prosecución, o bien, aquellas que causan un agravio de imposible, tardía o insuficiente reparación ulterior, por ser la decisión recurrida de tal entidad que impida su replanteo idóneo y efectivo en una instancia posterior”. (Cfr. S.T.J. Santiago del Estero, Sala Civil, Sent. del 06/05/09, en autos: “More, Mariana Graciela c/ Dirazar, Carlos David y/u Otros s/ Daños y Perjuicios - Recurso de Queja por Casación denegada”, en http://www.jussantiago.gov.ar/jusnueva/fallosSTJ) acceso 22/04/15)
Este Alto Cuerpo ha sostenido que: “Las decisiones referentes a medidas precautorias, ya sean que las acuerden, levanten o modifiquen, no constituyen, en principio, sentencia definitiva a los fines del recurso extraordinario.” (Cfr. Fallos: 257:305; STJSL-S.J. Nº 184 /09 “SERVICIO AUTOTRANSPORTE INTEGRAL S.A (SAISA) c/ GOBIERNO DE LA PROVINCIA DE SAN LUIS - RECURSO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO-", Expte. Nº 28-S-2006, del 24/04/09).-

También se ha dicho que: “La definitividad del fallo constituye uno de los requisitos esenciales de admisibilidad del recurso. Su concepto se halla ligado con la cosa juzgada material o sustancial, entendida esta como el atributo que la ley le asigna a la sentencia firme para que el caso concreto resuelto por ella se mantenga inmutable para el futuro como garantía de seguridad jurídica. Por ello cabe en principio descartar como impugnables toda clase de resoluciones que no pueden adquirir tal carácter” (Cfr. STJSL-S.J. Nº 72/08. “ABACA HUGO ROLANDO – ROBO – RECURSO DE CASACIÓN”, Expte. Nº 33-A-2007. “BANCO NACION ARGENTINA – SUC. VILLA MERCEDES c/ SUCESORES DE PEDRO ANGEL DE LA CRUZ ALBARRACIN – EJECUCION HIPOTECARIA – RECURSO DE CASACION”- Expte. Nº 10-B-2009.-14/04/2010).-

Conforme a ello, la sentencia recurrida (interlocutoria que declara la nulidad de una resolución de primera instancia y ordena el aseguramiento de las medidas cautelares), no reviste el requisito de definitividad en el criterio de este Tribunal, en el sentido de ser un recaudo propio y autónomo del recurso de casación que no se satisface, ni se suple por la invocación de arbitrariedad o de infracción a normas de derecho. 
También se ha sostenido que, fundamentar que se trata de una decisión equiparable a sentencia definitiva, exige que se expongan las concretas razones por las cuales el recurrente no podría discutir las cuestiones con posterioridad, como las que le causan un agravio de imposible o insuficiente reparación, lo que no ocurre en el presente caso. En consecuencia, las exigencias de procedencia formal no se encuentran reunidas, toda vez que la sola mención de la existencia de un gravamen irreparable no resulta suficiente. (Cfr. T.S.J. Córdoba, Sala Penal A.I. Nº 410, 26/12/05, “Cacciaviliani, Carlos Augusto y otros p.ss.aa. Defraudación-Recurso de Queja” en Actualidad Jurídica-Derecho Penal, Primera Quincena Marzo de 2006- Año III-Vol. 61 Pág. 3927).
Debo destacar que, existe otro procedimiento caratulado: “SANCHEZ, GIL S.A. c/ CNI S.A. FIDEICOMISO BOUSSY y OTROS s/ ACCIÓN DE NULIDAD” Expte. Nº 222359/11, en trámite por ante el Juzgado en lo Civil Comercial y Minas Nº 2 de la Primera Circunscripción, en el que se ha planteado la nulidad de las escrituras públicas celebradas como consecuencia del levantamiento de las cautelares, que fuera ordenado por el fallo de primera instancia, que la sentencia aquí impugnada anuló; en dicho expediente la medida de no innovar y anotación de la litis dispuesta por el juzgado de origen, fue objeto de apelación por la demandada, y el recurso de apelación se encuentra a la fecha pendiente de resolución. A su vez, existe una sustitución de medida cautelar solicitada por la parte demandada en autos: “INCIDENTE DE SUSTITUCION DE MEDIDA CAUTELAR: SANCHEZ GIL S.A. c/ C.N.I. S.A. FIDEICOMISO BOUSSY y OTROS s/ ACCION DE NULIDAD" Expte. Nº INC. 222359/2, también en trámite por ante el Juzgado mencionado. Por lo que se concluye que el fallo que aquí se cuestiona, no causa estado, ni resulta definitivo para la parte demandada, por cuanto existen diversas apelaciones ordinarias en trámite contra las medidas cautelares dispuestas, ya que la demandada ha podido replantear la cuestión dentro de otro proceso simultáneo o posterior. 
De lo expresado supra se concluye que, no estamos ante una sentencia definitiva o equiparable a tal que impida la prosecución del proceso. Por tanto, repito, no ha quedado habilitada la vía de la casación.  

En consecuencia, no reuniendo los requisitos  necesarios para provocar el juicio de casación, el medio recursivo en estudio de​viene formalmente im​procedente.

Por lo expuesto, VOTO a esta PRIMERA CUESTION por la NEGATIVA.-
Los Señores Ministros Dres. OSCAR EDUARDO GATICA y OSVALDO HORACIO SURIANI comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. OMAR ESTEBAN URÍA y votan en igual sentido a esta PRIMERA CUESTIÓN.-

A LA SEGUNDA CUESTION y TERCERA CUESTION, el Dr. OMAR ESTEBAN URÍA, Dijo: Dado la forma como se ha votado la cuestión anterior, no corresponde su tratamiento. ASI LO VOTO.-
Los Señores Ministros Dres. OSCAR EDUARDO GATICA y OSVALDO HORACIO SURIANI comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. OMAR ESTEBAN URÍA y votan en igual sentido a estas  SEGUNDA y TERCERA CUESTIÓN.-

A LA CUARTA CUESTION, el Dr. OMAR ESTEBAN URÍA, Dijo: Que atento como han sido votadas las cuestiones anteriores, corresponde rechazar el Recurso de Casación interpuesto, con la consecuente pérdida del depósito. (art. 290 CPC y C). 
Los Señores Ministros Dres. OSCAR EDUARDO GATICA y OSVALDO HORACIO SURIANI comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. OMAR ESTEBAN URÍA y votan en igual sentido a esta CUARTA CUESTIÓN.-
A LA QUINTA CUESTION, el Dr. OMAR ESTEBAN URÍA, Dijo: Costas al recurrente vencido. ASI LO VOTO.-
///…
Los Señores Ministros Dres. OSCAR EDUARDO GATICA y OSVALDO HORACIO SURIANI comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. OMAR ESTEBAN URÍA y votan en igual sentido a esta QUINTA CUESTIÓN.-
Con lo que se da por finalizado el acto, disponiendo los Sres. Ministros la Sentencia que va a continuación: 

San Luis, septiembre diez de dos mil quince.-

Y VISTOS: En mérito al resultado obtenido en la votación del Acuerdo que antecede, SE RESUELVE: I) Rechazar el Recurso de Casación interpuesto, con la consecuente pérdida del depósito. (art. 290 CPC y C). 
II) Costas al recurrente vencido. 
REGÍSTRESE y NOTIFÍQUESE.-
No firma el Dr. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ, por encontrarse excusado. 
La presente Resolución se encuentra firmada digitalmente por los Dres. OMAR ESTEBAN URÍA, OSCAR EDUARDO GATICA y OSVALDO HORACIO SURIANI, en el sistema de Gestión Informático del Poder Judicial de la Provincia de San Luis, no siendo necesaria la firma ológrafa, conforme Reglamento Expediente Electrónico.- 
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